
EN LO PRINCIPAL: Querella criminal; PRIMER OTROSI: Se tenga presente las diligencias de 

investigación que se solicitan al Ministerio Público; SEGUNDO OTROSI: Se tenga presente, los 

documentos que se acompañaran; TERCER OTROSI: Se tenga presente, la solicitud de oficios al 

Ministerio Publico, CUARTO OTROSI: Patrocinio y poder.    

 

S. J. DE GARANTÍA DE LOS ANDES. 

 

  MARÍA CRISTINA GONZALEZ REYES, chilena, soltera, cedula de identidad N° 10.990.106-

7, con domicilio legal en calle Yerbas Buenas N° 27 Of. 211 ciudad de Los Andes, en mi calidad de 

Directora de Administración y Finanzas de la I. Municipalidad de Rinconada a Us. con respeto digo:  

  En mi calidad de funcionario público y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 175 y 

siguientes del Código Procesal Penal, vengo en interponer querella criminal en contra de las siguientes 

personas MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES, C.I. 11.517.777-K, FRANCISCO MAURICIO  

MARTINEZ NEIRA C.I. 9.751.339-2, PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ, C. I. 9.534.839-4, 

OSCAR ANTONIO AGUAYO MOYA, C.I. 13.326.812-K y MARCELO SANTIAGO SALINAS 

FIGUEROA, C.I. 13.184.151-5 todos domiciliados para estos efectos en carretera General San Martin 

N° 607, comuna de Rinconada, Provincia de Los Andes, por los siguientes delitos y faltas, a saber; 

A.- Por el delito de sustracción de instrumentos públicos donde le corresponde participación criminal 

en calidad de autor a doña MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES en su calidad de funcionario 

público, asimismo en el presente ilícito le corresponde una participación en calidad de cómplice o 

encubridor a al alcalde de la I. Municipalidad de Rinconada PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ, 

sin perjuicio de que el fiscal determine otra participación del querellado y además consideré la 

participación de otras personas quienes ayudaron en el traslado de los respectivos instrumentos 

públicos; B.- La falta de omisión de denuncia en carácter de reiterado, ilícito penal donde le 

corresponde participación criminal en calidad de autor al alcalde de la I. Municipalidad de Rinconada 

PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ; C.- Por el delito de prevaricación administrativa en relación 

con causa laboral, donde le corresponde participación criminal en calidad de autor al alcalde de la I. 

Municipalidad de Rinconada  PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ; d.- Por el delito de hurto de 

documentos desde las dependencias de la I. Municipalidad de Rinconada donde le cabe participación 

en calidad de autor a FRANCISCO MAURICIO  MARTINEZ NEIRA; E.- Por el delito de Prevaricación 

torcida administración de justicia, donde le cabe participación en calidad de autor al Juez de Policía 



Local de la I. Municipalidad de Rinconada OSCAR ANTONIO AGUAYO MOYA; F.- Por el delito 

acceder ilegalmente a un sistema de tratamiento de información computacional, donde le corresponde 

participación criminal en calidad de autor a doña MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES; G.-  

Por el delito de Fraude al fisco, ilícito criminal  donde le corresponde participación criminal en calidad 

de encubridor a PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ; H.- Por el delito de prevaricación 

administrativa en asignación ilegal de bono municipal al Director del DAEM, donde le corresponde 

participación en calidad de autores a PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ y a MARCELO 

SANTIAGO SALINAS FIGUEROA; I.- Por el delito de prevaricación administrativa reiterada, donde le 

corresponde participación criminal en calidad de autor al alcalde de la I. Municipalidad de Rinconada  

PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ. Todos los ilícitos mencionados se encuentran en grado de 

desarrollo consumado y estos se han ejecutado de la forma y con las particularidades que se pasan a 

exponer: 

 

I.- Antecedentes de contexto. 

 

1.- Me desempeño como encargada de la unidad de Administración y Finanzas de la I. Municipalidad 

de Rinconada desde el año 2009. En el desempeño de mi cargo me correspondió trabajar en primer 

lugar con el alcalde don Juan Galdames Carmona, quien, en el año 2012, perdió la elección a manos 

del actual alcalde Pedro Caballería Diaz. Desde un comienzo el trato con el actual alcalde fue 

complejo, desde que al no poseer una instrucción académica acabada, se le hacía difícil comprender 

que la Municipalidad, como órgano público que es, se rige por normativa, que le es obligatoria, 

asimismo tampoco entendía muy bien el rol de la Contraloría General de la Republica y en múltiples 

oportunidades tuvimos algunas diferencias, desde que el alcalde disponía gastos que requerían un 

procedimiento administrativo que el no respetaba, al punto que la Contraloría dispuso varios Juicios 

de Cuentas en los que lamentablemente me arrastraba en mi calidad de encargada de la unidad de 

administración y finanzas. Estas circunstancias se fueron acumulando y sus exigencias reñidas con 

los procedimientos administrativos, me llevaron a enfrentarme con la máxima autoridad en diversos 

momentos y por diferentes circunstancias, siendo en definitiva yo el obstáculo entre un gasto que yo 

estimaba ilegal y la opinión del alcalde que simplemente considera que como autoridad él podía 

disponer un gasto sin considerar la opinión de los directivos de la municipalidad.  

 



2.- A inicios del año 2019 un poco agotada por este interminable debate, en múltiples oportunidades 

le represente verbalmente al alcalde que simplemente yo me opondría a sus decisiones y así lo hice 

en diferentes oportunidades. En este contexto, con fecha 21 de agosto del año 2019, el señor alcalde 

de la I. Municipalidad de Rinconada don Pedro Caballería Díaz, dictó el Decreto Alcaldicio Nº 2267, 

por el cual ordenó la apertura de un sumario administrativo en mi contra en mi calidad de jefa de 

Administración y Finanzas. Dicha oportunidad, el director jurídico del Municipio Enzo Botto, me 

comunica el inicio del sumario e inmediatamente me acompaña a la que hasta esa fecha era mi oficina 

y me pide que saqué mis objetos personales y nada más, cuestión que realicé en su presencia, 

extendiéndome el referido funcionario un documento que dio cuenta de la referida circunstancia.  

Habiendo trascurrido solo 5 días, con fecha 26 de agosto del año 2019, el alcalde, dictó el Decreto 

Alcaldicio Nº 2313, por el cual crea la Dirección de Administración y Finanzas y asimismo crea un 

cargo de Directivo grado 8. La actuación de crear una Dirección, pese a existir una unidad de 

Administración y Finanzas refleja muy bien el actuar impredecible y arrogante del alcalde querellado, 

desde que estaba resuelto por la jurisprudencia de la Contraloría General de la República que eso no 

correspondía por que la unidad ya existía, pero muy en su estiló el creo una nueva dirección, generado 

dos unidades para una misma función. Al día siguiente, esto es, con fecha 27 de agosto del año 

2019, el alcalde dictó el Decreto Alcaldicio Nº 2322 en virtud del cual se me aplicó la medida preventiva 

dispuesta en el artículo 134 de la ley 18.883, esto es, la suspensión de mis funciones, medida 

refrendada por el fiscal administrativo Oscar Aguayo Moya, quien se desempeña como juez del Policía 

Local de la Municipalidad de Rinconada. 

    

3.- Con fecha 27 de agosto del año 2019, el alcalde dictó el Decreto Alcaldicio Nº 2328, en virtud del 

cual dispone la suplencia del cargo de Director de Administración y Finanzas de la Municipalidad, es 

decir, dispone la suplencia de mi cargo, nombrando a  MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES, 

quien en forma inmediata, toma posesión de todas las dependencias del área financiera municipal, 

pero no solo eso, sino que además procede a cambiar  todas las chapas o cerraduras de acceso de 

dichas oficinas. La medida se poner nuevas cerraduras, no fue encomendada por el alcalde, tampoco 

por el fiscal administrativo ni tampoco por el director jurídico, es decir, habría que cumplir que una 

funcionaria que llega como suplente a mi cargo, autónomamente decide realizar una mediad de estas 

característica, claramente se trata de una conclusión imposible y no cabe duda que es el alcalde quien 

trabajo a la referida suplemente y obviamente quien la autorizó para ejecutar esa extraña acción, que 



como veremos más adelante en el desarrollo del presente libelo, si tenía un objetivo.  Con fecha 29 

de agosto del año 2019, el Secretario Municipal, entregó la clave del computador de la dirección de 

Administración y Finanzas al Director Jurídico Enzo Botto Muñoz, quien a su turno entregó a la 

directora suplente de finanzas MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES., asimismo el mismos 

Secretario Municipal con fecha 30 de agosto de 2019, procedió a recepcionar de mi persona, las 

dependencias y una serie de documentación  de la oficina en mi calidad de Jefa suspendida de 

Finanzas y Personal del Municipio de Rinconada, oportunidad en la que se levantando un acta, acción 

que se realizó en presencia del director Jurídico Municipal don Enzo Botto Muñoz.  

 

4.- La persecución no paró allí y continuó con la instrucción de un sumario tan irregular, desde que la 

investigación del mismo le fue encargado a otro querellado en la presente causa, quien no solo carece 

de objetividad, sino que mi constante bloqueo a que le aumentaran el sueldo por estimar que dicha 

acción era una ilegalidad también lo tenía molestó con mi persona.  A través de Decreto Alcaldicio N° 

2322 de fecha 27 de agosto de 2019, que resolvió aplicar la medida preventiva de suspensión de mi 

cargo, careciendo de fundamentación, en efecto, del simple análisis de la parte CONSIDERATIVA del 

referido Decreto, es posible observar que no se explicita la necedad de la adopción de la medida. El 

mencionado Decreto, sólo consta de dos incisos, siendo el primero de ellos meramente formal al 

señalar mi nombre y la disposición legal faculta al señor fiscal para adoptar la referida suspensión. Por 

su parte, el inciso segundo sólo hace referencia al procedimiento establecido por el fiscal 

administrativo, pero no existe un inciso que justifique adecuadamente la facultad. Como se advierte, 

siendo el Decreto Alcaldicio un acto de autoridad, sabemos que goza de ejecutividad y por tanto se 

acató, sin objeciones lo resuelto, no obstante, como toda actuación de la administración está sometida 

al principio de legalidad previstos en el los Artículos 6 y 7 de la Constitución Política, y no puede pasar 

inadvertida que la resolución en comento, se adoptó careciendo de todo fundamento, y si éste existía 

el mismo no fue plasmado en el acto de autoridad. Es relevante en este punto hacer presente que 

ante la observación de la manifiesta falta de fundamentación del Decreto que dispuso la suspensión, 

ahora, se dicta un Decreto Alcaldicio diferente, que sí tiene los fundamentos, pero al momento de la 

suspensión no lo tenía, en razón de ello, la actuación de la administración municipal revela no solo su 

dolo, sino que además su pleno conocimiento de que se dictó una resolución careciendo de 

fundamento. Con fecha 14 de septiembre de 2019 solicité al señor Fiscal administrativo la revocación 

de la medida, en efecto, al momento de adoptarse mi suspensión, en paralelo la actuaria doña María 



Carolina Chaparro me notificó que quedaba citada para prestar declaración en calidad de inculpada el 

día 16 de septiembre de 2019 las 15:00 horas. Llegado el día y hora señalado, me presenté 

puntualmente ante el señor fiscal administrativo, no obstante, este manifestó que no me podía tomar 

ninguna declaración, ello en atención a que no tenía ningún antecedente de la investigación como 

para formular preguntas relacionadas con los cargos atribuidos y sin más fundamento dio por finalizado 

el interrogatorio. En la oportunidad, le exprese que, si no tenía ningún antecedente para formular 

preguntas atingentes a lo investigado, en base a que fundamentos se había ordenado la medida de 

suspensión del cargo, señalando el investigador que era una facultad que se había ejercido y 

manifestó que estaba apurado, citándome para una nueva oportunidad, sin entregar más 

fundamentos. La referida circunstancia deja en evidencia, que el Fiscal administrativo nunca tuvo a la 

vista un Decreto Alcaldicio con los fundamentos suficientes para proceder a la suspensión y entonces 

queda la interrogante, quien realmente ordenó la suspensión, no cabe duda que fue el alcalde, puesto 

que él mismo creo una nueva unidad en paralelo para tener allí una nueva jefatura de Administración 

y Finanzas que acceder a sus planteamientos de gastos fuera de la norma y del presupuesto. A partir 

de este último acontecimiento, queda de manifestó que no es que el Decreto Alcaldicio que ordenó la 

suspensión de mi cargo el que carecía de fundamentos, sino que simplemente, nunca hubo tales 

fundamentos, esa fue la razón por la que no se indicaron en el Decreto, circunstancia que quedó de 

manifestó al señalar el Fiscal que simplemente no podía tomarme declaración porque no le habían 

entregado los antecedentes para formularme las preguntas necesarias, luego entonces el Fiscal 

administrativo, nunca tuvo en su poder los argumentos necesarios para fundar la medida de 

suspensión del cargo.  

 

5.- Con fecha 30 de septiembre de 2019 en el marco de un Sumario que estimo instrumental e 

irregular, ejercí el derecho de recusar al señor fiscal administrativo en mediante la presentación del 

siguiente tenor, que vengo en recusar al Fiscal que instruye el presente sumario, por carecer de 

imparcialidad, incurriendo en las causales letra a y b del artículo 131 previsto en el mismo cuerpo legal, 

solicitando al señor alcalde que se pronuncie a la brevedad en el término legal de dos días tal y como 

lo mandata la ley, los fundamentos de hecho para recusar al Fiscal son los siguientes.  En el mes de 

enero del año 2018, en circunstancias que estacioné mi vehículo placa patente HLSY-58 en el interior 

del estacionamiento municipal, no percatándome que había ocupado el estacionado reservado en los 

hechos al señor Juez de Policía Local, quien es el fiscal instructor en la presente causa. Expresó con 



claridad, que se trata de una reserva de estacionamiento de hecho, dado que no existe un reglamento 

interno en el municipio que regule los estacionamientos, ni establezca sanciones para los funcionarios 

que se estacionen en lugares asignados a otras personas. En ese contexto, el señor Juez de Policía 

Local, ordenó que me presentara en el tribunal, el mismo día y me indicó que abriría de oficio una 

investigación Rol 2985-2018 por la infracción que yo había cometido a ley de tránsito, sorprendida le 

manifesté que ese era un reciento privado que no se aplicaba la ley de Tránsito y este me indicó que 

él era la Ley y que si quería podía sancionarme, como me mantuve firme y le indiqué que haría las 

consultas con abogados, el señor Juez de Policía Local me manifestó que eso podía quedar ahí y él 

terminaba la causa si yo le solicitaba disculpa por haber ocupado su estacionamiento. Por 

desconocimiento de mi parte y apuro en terminar el proceso accedí a pedirle disculpas y humillarme, 

siendo cerrada la causa y archivada. A propósito del presente sumario y de varias irregularidades en 

las que ha incurrido el Fiscal, consulté con estudio jurídico y éstos me indicaron que efectivamente la 

infracción mencionada no está regulada en la ley 18.290 y que se trató de un abuso de autoridad que 

debe ser denunciado a la Corte de Apelaciones de Valparaíso. Pues bien, dado estos antecedentes 

queda claro que la objetividad no es uno de los atributos del fiscal sumariante.   En concordancia con 

lo anterior, y apropósito de las irregularidades, es necesario hacer presente que fui suspendida por el 

referido Fiscal, sin que este haya expuesto los fundamentos en el Decreto Alcaldicio que ordenó mi 

suspensión, hecho que fue reconocido por este en la audiencia del día 16 de septiembre de 2019. Que 

estando citada para que el fiscal administrativo me tomara declaración con fecha 16 de septiembre de 

2019, al llegar al despacho el fiscal, se excusó de tomarme declaración argumentando que no le 

habían entregado ningún antecedente del sumario y en razón de ello no podía hacerme ninguna 

pregunta y además el venia llegado de unas vacaciones y no tenía ningún documento, en ese instante 

se le consultó por los fundamentos de la suspensión decretada el funcionario, manifestó que era su 

facultad, es decir, se trata de un acto claramente arbitrario, puesto que las facultades deben 

necesariamente ir acompañadas de fundamentos plausibles. Finalmente, las verdaderas razones por 

las que me están haciendo el sumario dicen relación con mis constantes diferencias de criterios con 

el alcalde de la comuna, en efecto, mi labor es ceñirme a los lineamientos contables de la Contraloría 

General de la República y particularmente aplicar el buen criterio, en el sentido que no es posible 

gastar más dinero en el presupuesto que lo que se recauda. Una de las diferencias públicas implicaban 

en ese tiempo  al Fiscal Administrativo, desde que una de las discusiones se generó porque el alcalde 

quería subir el gasto en remuneración atendiendo que se estaba preparando el nuevo reglamentos de 



plantas según la ley 20.922 y en este punto el Fiscal Administrativo, tenía un objetivo concreto y así lo  

manifestó, desde que él quería tener acceso a un grado menos que el alcalde y así subir su 

remuneración del grado 7°al 6°, como yo me opuse a aumentar el presupuesto para hacer posible 

esas y otras irregularidades, no por capricho sino porque simplemente era imposible realizar ese gasto 

con el presupuesto que se proyectaba  en ese momento, ello imposibilito el accenso a la remuneración 

anhelada por el Fiscal Administrativo y dada mi oposición, por esta y por muchas otras razones, en 

que el alcalde pretendía gastar los fondos públicos de manera ilegal y fuera de todo alcance 

presupuestario, para sacarme del medio, me abrió un sumario administrativo y coincidentemente me 

suspendió del cargo sin fundamento alguno (literalmente),  y se  nombró a una funcionaria de la 

confianza del alcalde, quien mágicamente propuso un aumento exorbitante del presupuesto, con el 

que se pretendía  un aumento de las remuneraciones, entre otros del señor Juez de Policía Local, 

nada menos que el Fiscal Administrativo en la presente causa, y desde ahí podría subir a un grado 

menos que el alcalde y mejorar su renta. Este aspecto concreto fue abordado por la las instrucciones 

de la Contraloría General de la República, quien dispuso que ningún directivo puede tener un grado 

menos que el alcalde, sino que estos deben tener dos grados menos. Como verá el señor Fiscal 

Administrativo, elegido para investigarme carecía de la imparcialidad necesaria que una investigación 

racional y justa exige, so pena de nulidad de la misma, por la evidente desviación de poder. Mi opinión 

fundada en la interpretación del órgano contralor, era respaldada por el director de control y por la 

mayoría del H. Concejo Municipal, quienes rechazaron aprobar la modificación requerida por el alcalde 

a pesar que este efectuó varios intentos por presentar el nuevo reglamento de la Ley de plantas 

20.922, siendo todos rechazados por la mayoría del Concejo Municipal, por lo que la Municipalidad de 

Rinconada a la fecha se mantiene con la planta vigente del año 1994.  Finalmente, el sumario ha 

tardado demasiado al punto de infringirse los plazos legales, en efecto, como el miso era instrumental, 

lo único relevante es que me mantuvieran suspendida de mi cargo para que la nueva funcionaria 

suplente fuera nombrada en propiedad en el cargo.  

 

6.- Como el alcalde había creado una dirección de administración y finanzas, con fecha 29 de 

noviembre del año 2019 llama a concurso público para proveer el cargo de directora de esa nueva 

Dirección procedimiento ilegal, desde ya existía la referida unidad de la que aún soy jefa, directora o 

encargada y siguiendo con su accionar postuló doña MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES, 

quien ocupaba el cargo de suplente de mi persona, luego de participar en un concurso público, cuyos 



detalles ignoro, finalmente VIVERO MORALES a través del Decreto Alcaldicio N° 3318 de 24 de 

diciembre de 2019 fue nombrada Directora de la Administración y Fianzas. Frente a una nueva 

ilegalidad del alcalde, recurrí junto a algunos concejales a la Contraloría Regional de Valparaíso, 

siendo mi argumento muy claro, cuando en un municipio existe una unidad, más allá de que se llame 

dirección, sección o jefatura y en alguna de ellas exista un cargo nominado como es mi caso, 

simplemente no procede que el alcalde cree una planta paralela y nombre una nueva autoridad. Mi 

argumentación fue recogida por la Contraloría, estimándose que el alcalde no podía crear la referida 

unidad, porque ya existía y no podía nombrar una nueva directora o encajada, porque ya existía y era 

yo. Como el nombramiento de VIVERO MORALES fue objetado por el órgano Contralor, ésta recurrió 

a través de un recurso de protección, Rol Ingreso Corte 1140-2020, cuestionando la resolución del 

órgano Contralor y de la Municipalidad de Rinconada, como era de esperar, el alcalde responde a la 

Corte de Apelaciones de Valparaíso defendiendo la postura de VIVERO MORALES y la Contraloría a 

través del Concejo de Defensa del Estado también defienden su opinión. Con fecha 06 de abril de 

2020 cae estrepitosamente el recuso de protección, puesto que la corte lo rechaza en todas sus partes, 

ante la referida derrota VIVERO MORALES apela ante la Corte Suprema, tribunal que ingresa la 

misma con el Rol Ingreso 43.590-2020, encontrándose en la actualidad en el estado procesal de 

acuerdo.  

 

7.- Como el alcalde no pudo expulsarme del municipio a través del ámbito administrativo y dado que 

ha sido derrotado en relación con los argumentos que sustentaban el nombramiento de VIVERO 

MORALES, el referido alcalde montó un espectáculo y me denunció ante el Ministerio Público por una 

serie de supuestos ilícitos que se tramitan en el RUC 1901137498-3.  Así, queda muy claro que como 

no pudo sacarme del cargo a través de la vía administrativa, está intentando instrumentalizar el 

sistema penal con denuncios que carecen de fundamento, para de esa forma continuar su implacable 

decisión de expulsarme del municipio, solo por cumplir con mi trabajo.  

 

II.- Presupuestos facticos de los delitos imputados. 

 

a.- Sustracción de instrumentos públicos.  

 



1.- En atención a la serie de Decretos Alcaldicios precedentemente señalados, no cabe duda que a lo 

menos desde el día 4 de septiembre del año 2019, tanto las dependencias como toda la 

documentación contable y del personal fueron entregadas íntegramente a la actual Directora de 

Finanzas doña Marcela Vivero Morales. 

 

2.- Así establecida la esfera de custodia, así como su ámbito temporal, una serie de funcionarios 

municipales han observado que la directora suplente MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES 

ha sustraído y literalmente acarreado una serie de archivadores de palanca y un gran número de 

legajos de decretos de pagos, documentos financieros contables de la Municipalidad. En términos 

prácticos la referida directora extrae de la oficina de administración los referidos documentos, los que 

traslada en diferentes vehículos de alquiler o taxis y otros móviles de funcionarios municipales. La 

acción no ha sido informada a la unidad de Control Municipal, Tampoco se ha informado al Secretario 

municipal, quien es el ministro de fe del referido municipio y lo único que ha trascendido, es que se 

estaría efectuando una auditoria de los mismos, explicación absurda, desde que las auditorias, las 

dispone el alcalde con acuerdo de Concejo, hecho que no ha ocurrido o las realiza la Contraloría, pues 

bien eso tampoco ha ocurrido, así las cosas, en uno u otro caso jamás los instrumentos públicos 

pueden salir dela esfera de resguardo, ni menos ser entregados a personas externas al municipio. El 

estado de la cuestión en la actualidad es que hasta esta fecha se ignora paradero y destino de dichos 

documentos financieros municipales.  

 

3.- La sustracción de los referidos instrumentos públicos, concretamente documentación y archivos 

Contables financieros de la Municipalidad han ocurrido a lo menos cuatro oportunidades, participando 

en el traslado de dichas especies los funcionarios Cristopher Edward Vergara Lara, Roberto Lara 

Ahumada y la auxiliar de servicio Jeanette del Carmen Reinoso Henríquez. Uno de estos traslados 

se verificó el día 20 de noviembre de 2019, en que los archivos y documentación fueron trasladados 

por el vehículo de alquiler P.P.U. FDZF-57. 

 

4.- Es necesario hacer presente que muchos de los documentos sustraídos, se relacionan 

directamente con la denuncia interpuesta con el alcalde en mi contra, es decir, me imputa hechos 

irregulares y cuando requiero probar los mismos con la documentación que yo dejé al momento de ser 

suspendida de mi cargo, estos desaparecen convenientemente. 



 

b.- Omisión de denuncia. 

 

 1.- Los hechos descritos precedentemente, dada su gravedad, fueron puestos en conocimientos del 

alcalde, por escrito y verbalmente en diversas oportunidades, por varios funcionarios municipales, 

dada su calidad de jefe superior de Servicio. Una de dichas oportunidades quedo establecida en el 

acta del Honorable Consejo Municipal desarrollado el día 1° de octubre de 2019, correspondiente al 

número 28, según consta en la página 23 de dicha acta, punto IX, el concejal don Pablo Donat hizo 

ver que al subir a las dependencias de finanzas se percata de la salida de documentos contables de 

doña Cristina González Reyes, sin saber el destino de estos. Lo anterior se vio refrendado cuando los 

concejales Ana Pueyes, Miguel Vargas, y Juan Urbina quienes ingresaron con fecha 8 de octubre de 

2019, a través de la oficina de partes, una carta en la que exponen abiertamente su preocupación por 

el constante acarreo de documentación contable financiera de la Municipalidad. Dicha carta formó 

parte del acta ordinaria del Consejo Municipal de Rinconada Nº 29, de fecha 8 de octubre de 2019. 

 

2.- Agotada la gestión precedente, los concejales recurrieron al Secretario Municipal, quiñes le 

manifestaron su preocupación por la sustracción de dichos documentos, quien procedió a solicitar al 

departamento de archivo, por escrito, una certificación para saber si existía algún memorándum u 

oficio de autoridades municipales o de diversas entidades que solicitasen dicha documentación o 

autorizaran la salida de la misma, lo que se efectuó a través del oficio Nº 21 del año 2020, el cual se 

adjunta de fecha 08 de enero de 2020. Con fecha 09 de enero de 2020, mediante oficio ordinario N° 

23 de fecha 9 de enero de 2020, respondió el departamento señalando, indicando en lo sustancial, 

que  “cumplo con informar a usted, que a la fecha 9 de enero de 2020 no existen documentos como 

memorándum, oficios o decretos alcaldicios, emanados de la alcaldía con el objeto de autorizar la 

salida o retiro de documentación financieros, contable municipal, así como legajos de decretos de 

pagos de los años 2018 y 2019 de la dirección de finanzas municipales y de la oficina que ocupaba la 

ex jefa de finanzas señora María Cristina González Reyes, suspendida de su cargo. 

 

3.- Otro órgano encargo de la gestión municipal apegada a la ley, es la oficina de Control, funcionario 

que también pudo observar la sustracción de documentación publica por parte de la querellada y quien 

informo estos anómalos sucesos al alcalde en el mes de febrero de 2020 y también a la contraloría, 



luego de averiguar que este órgano no había ordenado ninguna auditoria. Este cúmulo de 

circunstancias llevo al Secretario Municipal a poner estos hechos en conocimientos del Ministerio 

Público, a objeto de que el órgano especializado tomara las acciones legales que fueran del caso, 

cumpliendo este con su obligación de todo funcionario público de denunciar los delitos de los que tome 

conocimientos en el desempeño de su cargo.  

 

4.- La segunda omisión de denuncia en la que incurre el alcalde querellado, se relaciona con la 

denuncia formulada por doña Cristina Flores Olavarría, quien es la encargada de informática de la I. 

Municipalidad de Rinconada, la referida funcionaria a través de ordinario N° 2 de fecha 02 de marzo 

de 2020, comunica a PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ, alcalde la comuna que durante su 

periodo de vacaciones, desconocidos ingresaron a la plataforma computacional del municipio donde 

se señalan los registros contables de todos los módulos de la municipalidad, actuación particularmente 

grave, desde que al acceder a la referida plataforma, se pueden cambiar, eliminar o modificar 

información sensible del municipio.  

 

5.- Ante la nula respuesta del querellado CABALLERIA DIAZ, respecto de una cuestión que resulta 

elemental en la administración de la municipalidad, con fecha 09 de marzo del año 2020 el señor 

Secretario Municipal mediante el oficio 237-2020 informa al alcalde la gravedad de los hechos 

denunciados por la encargada de computación, expresando que se podrían encontrar frente a un ilícito 

que era necesario esclarecer, nuevamente el querellado omite ejecutar el denuncio que como 

autoridad se encuentra obligado a realiza.  

 

c.- Prevaricación administrativa pago de conciliación sin acuerdo del Honorable Concejo 

Municipal.  

 

1.- Con fecha 07 de octubre de 2019 la ex funcionaria municipal doña MARIA EUGENIA OLIVA 

MORALES, interpuso una demanda laboral en contra de la I Municipalidad Rinconada, representada 

el alcalde Rinconada PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ. La referida acción legal se tramito ante 

el 2° juzgado de letras del trabajo de Los Andes, asignándosele el RIT O-28-2019. La cuantía en 

relación con el núcleo duro de las prestaciones laborales, esto es, indemnización sustitutiva del aviso 

previo y la indemnización por años de servicios y feriado legal, ascendía aproximadamente a 



4.000.000 millones de pesos. La Municipalidad contesta la demanda y solicita el rechazo de la misma 

en todas sus partes. 

 

2.- Con fecha 02 de julio de 2019 se lleva a cabo la audiencia de preparación de juicios oral, siendo el 

siguiente el tenor de discutido “Llamado a conciliación: El Tribunal propone una base de acuerdo de 

$4.000.000. La parte demandada está autorizada a pagar hasta la suma de $6.000.000., pagadero el 

día 15 de julio de 2019, mediante cheque nominativo, previa autorización por el Consejo Municipal, 

esto es, por un tema administrativo de la Municipalidad. El Tribunal les señala a las partes que se 

pacta un recargo adicional del 50%, del total de lo adeudado al no cumplir la conciliación. La parte 

demandada acepta el acuerdo en los términos señalados. La parte demandante está de acuerdo en 

llegar a conciliación, pero como este tiene que ser aprobado por el consejo, por efecto de economía 

procesal y que se caiga el acuerdo prefiere hacer la audiencia preparatoria. Además, la abogada de 

la parte demandada no tiene facultades amplias para llegar acuerdo, sin perjuicio de estar autorizada 

por el jefe del Departamento Jurídico de la Municipalidad de Rinconada. En consecuencia, se tiene 

por frustrado el llamado a conciliación.”  Del acta trascrita de pueden estar tres conclusiones 

importantes, primero, no hubo conciliación, segundo, La conciliación no se alcanzó porque era 

necesario el acuerdo del Concejo Municipal y tercero, llama la atención que el tribunal ofrezca 

4.000.000 millones y el Municipio ofrecer pagar más de lo que propone el tribunal en sus bases, esa 

conducta resulta ser a todas luces sospechosa porque no es lo habitual. Finalmente, en la referida 

acta, el tribunal fijas la fecha de audiencia para el día 09 de octubre de 2019 a las 10:00 horas, es 

decir, el tribunal concedió tres meses para recabar el acuerdo del Concejo Municipal, que como lo 

manifestó la abogada represéntate del municipio era necesario para alcanzar el acuerdo.  

 

3.- El día 15 de septiembre de 2019 se comunicó al tribunal una transacción alcanzada entre las partes 

y acto seguido con fecha 11 de octubre de 2019, el municipio acompaña el tribunal un cheque de la I. 

municipalidad de Rinconada, firmado por el alcalde querellado PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ 

por la suma de 6.000.000 millones de pesos y con fecha 16 de octubre de 2019. Da cuenta de 

cumplimiento del avenimiento alcanzado entre las partes. Finalmente, con fecha 18 de octubre del año 

2019 el tribunal deja constancia que la demandante retira el cheque y la causa finalmente se archiva 

con fecha 16 de abril del año 2020. 

 



4.- Esto podría tratarse ordinariamente de un juicio más, no obstante, en el mismo ocurren a lo menos 

dos irregularidades que deben investigarse, porque se paga más allá de lo propuesto por el tribunal y 

porque la funcionaria favorecida es una de las testigos que el alcalde le presenta al Ministerio Público 

para que declare en mi contra en la causa RUC 1901137498-3 y luego tanto o más grave, el alcalde 

no solicitó el acuerdo del Honorable Concejo Municipal y como se indicó pagó más de lo propuesto 

por el tribunal, ocurriendo en una ilegalidad manifiesta y grosera.  

 

d.- Hurto de documentos.  

 

1.- Como se indicó a propósito de los presupuestos fácticos relatados en relación con la sustracción 

de documentos, para ejecutar estos hechos, la querellada MARCELA ALEJANDRA VIVERO 

MORALES, utilizó en más de una ocasión al querellado don FRANCISCO MAURICIO  MARTINEZ 

NEIRA, quien prestó su vehículo para trasladar los referidos documentos hasta un lugar aún 

desconocido, no pudiendo menos que saber que la acción consistente en sacar de un órgano público 

documentos constituye un hecho grave, que en su caso debe tipificarse como hurto al no revertir la 

calidad de funcionario público, el querellado resulta vinculado por ser el dueño del vehículo placa 

patente P.P.U. FDZF-57. 

 

e.- Prevaricación torcida administración de justicia.  

 

1.- En el mes de enero del año 2018 llegué a mi lugar de trabajo en la municipalidad de Rinconada y 

como era normal me estacioné con mi vehículo placa patente HLSY-58 en el interior del municipio, 

donde existe una playa de estacionamientos para los funcionarios, no percatándome que me habría 

estacionado en un estacionamiento supuestamente reservado para el señor Juez de Policía Local de 

nombre OSCAR ANTONIO AGUAYO MOYA quien al parecer tiene su domicilio en la zona costera de 

la quinta región.  

 

2.- Es necesario dejar sentado que, al momento de los hechos, no me percaté de haber ocupado un 

estacionamiento reservado, ello porque no había señalética alguna que así lo establecida, ni tampoco 

existía un reglamento interno que avisara de dicha determinación por la autoridad administrativa.  

 



3.- Mientras me encontraba en mi lugar, esto es, en las oficinas de la dirección de Administración y 

Finanzas de la I. municipalidad de Rinconada en enero de 2018, el querellado OSCAR ANTONIO 

AGUAYO MOYA en su calidad de Juez de Policía Local, me ordenó a través de un funcionario que 

me presentara inmediatamente en las dependencias del tribunal, cuando llego lo observo visiblemente 

molesto con mi persona y en un tono altisonante me señaló que abriría de oficio una investigación en 

mi contra, la que tenía Rol 2985-2018 por la infracción que yo había cometido a Ley de Tránsito, 

sorprendida le manifesté que no sabía que infracción había cometido y este me indicó que me había 

estacionado en un estacionado reservado para él, aún perturbada, le pedí excusas argumentado que 

ignoraba que ese fuera su estacionamiento y menos que estuviera reservado, este me indicó que ese 

era su estacionamiento y al replicarle que los estacionamientos estaban dentro de un reciento 

municipal que no se encontraba regido por la Ley de Tránsito, sin embargo, el querellado me indicó 

que él era la Ley y que si quería podía sancionarme. Volví a manifestarle que no era mi intención 

pasarlo a llevar u ofenderlo, pero le manifesté que haría las consultas a un abogado, insistiendo en 

que ese era un lugar donde no se me podía sancionar por mal estacionamiento al ser un recinto 

privado, al escuchar la palabra abogado, el querellado cambio su tono y me manifestó que eso podía 

quedar ahí, agregando que él terminaba la causa si yo le solicitaba disculpa por haber ocupado su 

estacionamiento.  

 

4.- Por desconocimiento de mi parte, debí pedirle disculpas, momento en que este me corrigió la forma 

en que debía pedirle disculpas, sintiéndome humillada, por la menara en que este sometió a un 

procedimiento que estimé del todo irregular.  Con fecha 30 de septiembre de 2019, solicité al 

querellado el desarchivo de la presente causa, a objeto de evidenciar su falta de objetividad de este 

como el fiscal administrativo de mi causa, no obstante, habiendo transcurrido casi nueve meses desde 

esa petición no se ha molestado en contestarme, ocultando su actuación arbitraria e improcedente 

frente a mi persona.  

 

f.- Acceso no autorizado a un sistema de tratamiento de información municipal.  

 

1.- Con fecha 13 de febrero de 2013, en circunstancias que doña CRISTINA FLORES OLAVARRIA 

encargada de computación de la I. Municipalidad de Rinconada se encontraba de vacaciones, fue 

contactada por la querellada MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES, directora subrogante del 



Departamento de Administración y Finanzas quien le solicitó la Clave de acceso al sistema 

computacional de la Municipalidad, bajo el pretexto que tenía un problema grave que debía solucionar, 

la petición que fue negada por FLORES OLAVARRIA, quien consciente de lo sensible de la 

información finalmente se negó.  

 

2.- El día 17 de febrero cuando CRISTINA FLORES OLAVARRIA, llega de sus vacaciones, cuando 

ingresa al sistema computacional municipal, observa que desconocidos ingresaron al sistema, sin su 

autorización y copiaron la clave de la Administración, la funcionaria se percató del ingreso al sistema, 

porque la persona que ingresó al sistema olvidó cerrar las pantallas, tomando una captura de pantalla 

para acreditar dicha circunstancia.  

 

3.- Como se observa la persona que necesitaba ingresar al sistema computacional era la querellada 

MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES, misma persona que expreso haber solucionado el 

problema, esto unido a la circunstancia que el alcalde, trajo a la referida funcionaria, permite explicar, 

porque ante la noticia de la detección de un intruso en el sistema, no ha denunciado los hechos al 

ministerio público y tampoco ha ordenado un sumario administrativo, como es posible apreciar, el 

acuerdo entre el alcalde y su protegida queda muy claro en los hechos expuestos.  

 

g.- Fraude al Fisco.  

 

1.- En fecha indeterminada del año 2015 el concejal de la I. Municipalidad de Rinconada don Pablo 

Donat Schulz, efectúa denuncia al órgano contralor de una serie de irregularidades en el Centro de 

Salud de la comuna, unos referidos al control del personal y en lo que aquí nos interesa en el pago 

indebido de remuneraciones, puesto que las prestaciones que servían de justificación a los pagos no 

se estarían realizando en el área de la odontología. El órgano Contralor inicia auditoría, solicita al 

municipio que informe los descargos y con fecha 15 de diciembre del año 2016, emite el INFORME 

FINAL DE INVESTIGACIÓN ESPECIAL N° 445 DEL AÑO 2016 SOBRE IRREGULARIDADES EN EL 

CENTRO DE SALUD FAMILIAR DE A COMUNA DE RINCONADA.  

 

2.- En lo que interesa el referido informe en la página 21 y luego de analizar los descargos del municipio 

establece que “g) Los expedientes de egresos por un total de 6.524.850, que se detallan a 



continuación, no presentan antecedentes que acrediten las atenciones dentales efectuadas y/o la 

correcta determinación del monto pagado por concepto de honorarios, situación que transgrede lo 

dispuesto en el artículo 55 del decreto ley N° 1.263 de 1975, Orgánico de Administración Financiera 

del Estado y el artículo 2 de la resolución N° 30 de 2015 de esta Contraloría General, en el entendido 

que toda rendición de cuentas estará constituida por comprobantes de ingreso, egreso y traspaso, 

acompañados de la documentación en que se fundamentan.” En otro acápite analizando el mismo 

tema señala el órgano Contralor que “Sobre el particular, considerando que el municipio no aporta 

antecedentes que permitan acreditar la correcta determinación del momento pagado y/o las 

atenciones dentales efectuadas, se mantiene lo observado…” 

 

3.- Finalmente en el N° 1 de las conclusiones se señala que “No se acreditan los servicios prestados 

por los Funcionarios Nicolás Camus Jiménez y Daniel Agüero Palacios, asociado a pago de honorarios 

por un total de 7.249.832 pesos, por lo que esta Entidad Fiscalizadora procederá a efectuar el reparo 

pertinente por dicho monto, conforme a lo dispuesto en el artículo 95 y siguientes de la ley 10.336, sin 

perjuicio de ello, ESE MUNICIPIO DEBERIA INCLUIR ESTA MATERIA EN EL 

PROCESODISCIPLINARIO ORDENADO INSTRUIR…”  

 

4.- Los odontólogos Nicolás Camus Jiménez y Daniel Agüero Palacios suscribieron junto con el alcalde 

querellado en representación de la I. Municipalidad de Rinconada con fecha 27 de junio del año 2019, 

sendos convenios de pagos, con los que se comprometieron a devolver el dinero injustificadamente 

percibidos por trabajos no realizados, en cómodas cuotas mensuales, dejando con ello en evidencia 

la veracidad de los hechos constatados por el órgano Contralor.  

 

5.- Como resulta una habitualidad, el alcalde no instruyo sumario alguno, por estos graves hechos, es 

más pese a la orden de la Contraloría en ese sentido, y tampoco efectuó denuncio al Ministerio Público 

para indagar la comisión del delito de fraude al fisco, puesto que se pagaron honorarios por servicios 

no realizados. La omisión del alcalde en denunciar hechos que revisten caracteres de delito, es una 

constante, del alcalde querellado.  

 

h.- Prevaricación administrativa dinero pagado en exceso mediante asignación.  

 



1.- En el mes de junio del año 2017 el alcalde PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ, a través de un 

Decreto Alcaldicio autorizó el pago de una asignación al director del DAEM desde el mes de junio del 

año 2017 hasta el mes de agosto del año 2018, sobre el punto el órgano contralor a través del informe 

final que investigó la asignación en comento, cuestionó la procedencia de la asignación misma, así 

como el valor asignada a la misma.  

 

2.- Luego de una serie de presentaciones de municipio, el órgano contralor a través del oficio N° 

10.960 del año 2019, resolvió acoger la reconsideración de la municipalidad, aceptando que era 

ajustado a derecho la asignación al director del DAEM. No obstante, en el mismo informe mantiene la 

observación sobre el valor de la suma consignada en la bonificación. Así las cosas, el querellado 

MARCELO SANTIAGO SALINAS FIGUEROA, recibió una asignación desde junio del año 2017 al 

mes de agosto de 2018, por la suma de 15.051.066, en circunstancias que el tope que debió recibir 

por ese concepto asciende a la suma de 10.535.746 pesos. 

 

3.- Tanto el alcalde PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ como el director del DAEM tenían pleno 

conocimiento que a la referida asignación le resultaba plenamente aplicable el tope de 30% de la 

Remuneración básica Mínima Nacional, tal y como lo dispone el artículo el inciso tercero del artículo 

7° transitorio de la  ley 20.903, luego entonces, se dispone un pago de una asignación contra texto 

expreso, desde que se pago más del 30% de la RMBN de los profesionales de la educación, cuestión 

que necesariamente debía conocer, quien concedió el bono y quien lo recibió.   

 

4.- La contraloría ordenó el respectivo reparo, obligando al alcalde querellado y al director del DAEM 

devolver las sumas percibidas ilegalmente por este último. 

 

i.- prevaricación administrativa reiterada al celebrar contratos sin el acuerdo del Honorable 
Concejo Municipal. 
 

1.- Según de desprende del informe de la Contraloría Regional de Valparaíso, N° 9654 de fecha 03 

de septiembre de 2018 se concluyó que el querellado en los proyectos; a) Iluminación de paraderos 

de la comuna, licitado bajo la ID-3445-175-LE16, Decreto Alcaldicio 3.159 de fecha 04/09/2016 por la 

suma de 37.974.087, esto es, 875.54 UTM y b) El Proyecto Mejoramiento del sistema eléctrico de las 

escuelas municipales Emigdio Galdámez Robles y Manuel León Salinas, ID-3493-21-CO17, Decreto 



Alcaldicio N° 934 de fecha 14/03/2017 por la suma de 26.817.090, esto es, 578.35 UTM, en ambos 

casos, el alcalde no solicitó el acuerdo del Honorable Concejo Municipal.  

 

2.- Esta conducta contumaz del querellado le ha valido la formulación de cargos por a Contraloría 

Regional de Valparaíso, desde que en su calidad de alcalde suscribió TRES convenios con la empresa 

Montenegro Construcciones e ingeniería Ltda., para la ejecución de proyecto de “Mejoramiento 

pavimento Calle Alborada”, “Mejoramiento paseo peatonal tramo Calle Gálvez-Los Álamos” y 

“Mejoramiento paseo peatonal tramo calle Alborada- calle Gálvez” 

 

3.- Finalmente expresa el órgano contralor que “El acuerdo del concejo municipal en la situación en 

comento, al constituir una exigencia de orden legal, es un requisito esencial y, por ende, imprescindible 

para llevar a cabo las contrataciones…” 

 

III.- Presupuesto normativo de los delitos imputados.  

 

Para efectos de un mejor entendimiento se seguirá el mismo orden en que se expusieron los 

presupuestos facticos:  

 

a.- Sustracción de instrumentos públicos.  

 

 1.- El artículo 242 del Código Penal expresa lo siguiente “El eclesiástico o empleado público que 

sustraiga o destruya documentos o papeles que le estuvieren confiados por razón de su cargo, será 

castigado: 

 

1.° Con las penas de reclusión menor en su grado máximo y multa de veintiuna a veinticinco unidades 

tributarias mensuales, siempre que del hecho resulte grave daño de la causa pública o de tercero. 

 

2.° Con reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de once a veinte unidades tributarias 

mensuales, cuando no concurrieren las circunstancias expresadas en el número anterior. 

 



2.- Como se señala en la norma la querellada MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES ha 

sustraído una serie de instrumentos públicos a vista y paciencia de los funcionarios municipales, ello 

en el entendido que no puede sacar los documentos de la esfera de resguardo. 

 

3.- Si la referida sustracción causa daño o no, es una circunstancia de hecho que determinará la pena 

final que será impuesta a la querellada.  

 

4.- Se ha optado por esta figura desde que si bien, los presupuestos fácticos podrían ser tipificados 

en el hurto común, no debe perderse de vista que la querellada es un funcionario público y la norma 

resulta ser más precisa.  

 

5.- Finalmente no debe perderse de vista que los hechos han sido reiterados, debiendo aumentar la 

pena en un grado de conformidad a lo prevenido en el artículo 351 del Código Procesal Penal.  

 

b.- Omisión de denuncia. 

 

1.- El Código Procesal Penal, establece en forma perentoria en el artículo 175 la obligación de 

denuncia que tienen los funcionarios públicos, entre los que se encuentra el alcalde de la I. 

Municipalidad de Rinconada, quien como se ha expresado de manera reiterada ha incurrido en la falta 

penal omisión de denuncia regulada en el artículo 177 del mismo cuerpo legal.  

 

2.- Como se observa la falta señalada es un delito de mera actividad y por tanto esta se encuentra 

configurada, por el solo hecho de verificarse los presupuestos materiales, no requiriendo un ánimo 

subjetivo determinado.  

 

3.- La sanción de multa debe elevarse desde que las omisiones en que ha incurrido el alcalde son 

reiteradas.  

 

c.- Prevaricación administrativa, pago de conciliación sin acuerdo del Honorable Concejo 

Municipal.  

 



1.- El ilícito de prevaricación administrativa se encuentra expresamente regulado en el artículo 228 del 

Código Penal, norma que dispone en lo pertinente que “El que, desempeñando un empleo público no 

perteneciente al orden judicial, dictare a sabiendas providencia o resolución manifiestamente injusta 

en negocio contencioso-administrativo o meramente administrativo, incurrirá en las penas de 

suspensión del empleo en su grado medio y multa de once a quince unidades tributarias mensuales. 

 

2.- En el caso concreto el alcalde no debió dictar un Decreto Alcaldicio ordenado el pago de 6.000.000 

millones de pesos a una funcionaria en el marco de un juicio laboral, sin el acuerdo de Concejo, ello 

constituye una prevaricación administrativa grosera. Como lo tipifica la norma esta se configura cunado 

se dicta resolución, para estos efectos, entiéndase Decreto Alcaldicio que es el N° 2650 de fecha 07 

de octubre de 2019 firmado por el alcalde querellado PEDRO ANTONIO CABALLERIA DIAZ. 

 

3.- En relación con el aspecto subjetivo de la norma, el dolo directo queda de manifiesto, con el Decreto 

Alcaldicio que ordena el pago.  

 

d.- Hurto de documentos.  

 

1.- En relación con el querellado FRANCISCO MAURICIO MARTINEZ NEIRA, quien es el conductor 

que fue utilizado para sustraer los instrumentos públicos a lo menos en una oportunidad debe 

responder por el tipo penal base del artículo 446 de hurto que dispone lo siguiente “Los autores de 

hurto serán castigados: 

     1.º Con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de once a quince unidades 

tributarias mensuales, si el valor de la cosa hurtada excediera de cuarenta unidades tributarias 

mensuales. 

     2.º Con presidio menor en su grado medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, 

si el valor excediere de cuatro unidades tributarias mensuales y no pasare de cuarenta unidades 

tributarias mensuales. 

     3.º Con presidio menor en su grado mínimo y multa de cinco unidades tributarias mensuales, si 

excediere de media unidad tributaria mensual y no pasare de cuatro unidades tributarias mensuales. 



     Si el valor de la cosa hurtada excediere de cuatrocientas unidades tributarias mensuales, se 

aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de veintiuna a treinta unidades 

tributarias mensuales.” 

 

e.- Prevaricación torcida administración de justicia.  

 
 
1.- El tipo penal imputado se encuentra regulado en el artículo 224 N° 2 del Código Penal, norma que 

dispone al efecto lo siguiente “Sufrirán las penas de inhabilitación absoluta temporal para cargos y 

oficios públicos en cualquiera de sus grados y la de presidio o reclusión menores en sus grados 

mínimos a medios: 

2° Cuando a sabiendas contravinieren a las leyes que reglan la sustanciación de los juicios, en 

términos de producir nulidad en todo o en parte sustancial.” 

 

2.- Sin perjuicio que eventualmente el presupuesto factico podría moverse a un tipo penal más grave, 

en principio iniciar una investigación de policía local, sin norma que la sustente genera una nulidad 

total, desde que el juez es totalmente incompetente para conocer de un hecho no regulado en la ley 

de tránsito y su inicio carece de todo fundamento y se sustenta en el abuso de poder.  

 

3.- Los artículos 12 a 14 de la ley 15.231 establecen la competencia del tribunal, no observado se 

ninguna circunstancia en que pueda incoar un proceso porque un funcionario se ocupa su 

estacionamiento, desde que no encontraba regulada esa circunstancia por reglamento alguno.  

 

 f.- Acceso no autorizado a un sistema de tratamiento de información municipal.  

 

1.- El artículo 2° de la ley 19.223 dispone que “El que, con el ánimo de apoderarse, usar o conocer 

indebidamente de la información contenida en un sistema de tratamiento de la misma, lo intercepte, 

interfiera o acceda a él, será castigado con presidio menor en su grado mínimo a medio.” 

 

2.- No cabe duda que, considerando el contexto de la presente querella donde el alcalde querellado 

infringiendo a la ley admirativo creo una dirección paralela para poner como directora a la querellada 

MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES, quien a su turno, envió una comunicación electrónica 



para acceder al sistema informativo y ante la negativa, esta manifestó haber solucionado el problema, 

luego entonces, la querellada debió haber ingresado o solicitó a otro ingresar y cuando el alcalde es 

alertado de este grave hecho, siguiendo su patrón de conducta, este omite denunciarlo a Ministerio 

Público, la razón de la omisión es que en la conducta descrita tiene participación la querellada.  

 

3.- Es relevante relacionar el ingreso al sistema computacional, desde que en la actualidad se sigue 

una investigación en contra de mi persona, en el marco de la causa RUC 1901137498-3 en que el 

alcalde me imputa una serie de gastos supuestamente sin respaldo y si coincidentemente se pierde 

los documentos de respaldos, archivados en la oficina de la directora de Administración y Finanzas 

doña MARCELA ALEJANDRA VIVERO MORALES, solo restaría para acreditar mi inocencia el 

sistema computacional, mismo que ha sido violentado por VIVERO MORALES 

 

g.- Fraude al Fisco.  

 

1.- El Código Penal en el artículo 239 expresa lo siguiente “El empleado público que en las operaciones 

en que interviniere por razón de su cargo, defraudare o consintiere que se defraude al Estado, a las 

municipalidades o a los establecimientos públicos de instrucción o de beneficencia, sea 

originándoles pérdida o privándoles de un lucro legítimo, incurrirá en la pena de presidio menor en 

sus grados medio a máximo. 

En aquellos casos en que el monto de lo defraudado excediere de cuarenta unidades tributarias 

mensuales, se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado 

mínimo. 

Si la defraudación excediere de cuatrocientas unidades tributarias mensuales se aplicará la pena de 

presidio mayor en sus grados mínimo a medio. 

En todo caso, se aplicarán las penas de multa de la mitad al tanto del perjuicio causado e inhabilitación 

absoluta temporal para cargos, empleos u oficios públicos en sus grados medio a máximo.” 

 

2.- No cabe duda que el informe de contraloría INFORME FINAL DE INVESTIGACIÓN ESPECIAL N° 

445 DEL AÑO 2016, al expresar perentoriamente que los dineros pagados en el marco de los contratos 

de honorarios suscritos con los odontólogos señalados, deja en evidencia, que se pago una suma de 

dinero público, sin que se haya efectuado la prestación obligatoria, esto es, evidentemente un fraude 



al fisco que el órgano contralor no denuncio, porque al no ser un órgano especializado carece de las 

competencias para conocer esta figura típica.  

 

3.- Todos estos dineros fueron pagados con la autorización del alcalde en último término, pero no es 

eso lo objetado, desde que debió existir un director, lo verdaderamente delictual, es que, puesto en 

conocimiento de la autoridad, este no haya informado al Ministerio Público y sí haya accedido a firmar 

un convenio de pago, esa circunstancia revela un acabado conocimiento de los hechos de conformidad 

a lo establecido en el artículo 17 N° 1 del Código Penal. 

 

4.- Nuevamente a la luz de estos hechos, queda en evidencia la conducta consistente en no denunciar 

los hechos delictivos al Misterio Público, circunstancia que no solo constituye un delito propio, sino 

que además al facilitar un pago en cuotas facilito que los participantes aprovecharen el referido dinero 

agotando el mismo. 

 

h.- Prevaricación administrativa dinero pagado en exceso mediante asignación. 

 

1.- Como se ha indicado el ilícito de prevaricación administrativa se encuentra expresamente regulado 

en el artículo 228 del Código Penal, norma que dispone en lo pertinente que “El que, desempeñando 

un empleo público no perteneciente al orden judicial, dictare a sabiendas providencia o resolución 

manifiestamente injusta en negocio contencioso-administrativo o meramente administrativo, 

incurrirá en las penas de suspensión del empleo en su grado medio y multa de once a quince unidades 

tributarias mensuales. 

 

2.- En este caso puntual, si bien el artículo 47 de la ley 19.070 autoriza expresamente la asignación 

especial de incentivo profesional, respecto de este punto en un primer momento la contraloría objeto 

la asignación, pero al tratarse de una cuestión de mérito corresponde a la administración activa la 

resolución de la misma, cuestión que finalmente acogió. La norma en cuestión expresa lo siguiente 

“Artículo 47.- Los profesionales de la educación de los Servicios Locales de Educación Pública 

gozarán de las siguientes asignaciones: a) Asignación de Experiencia. b) Asignación por Tramo de 

Desarrollo Profesional. c) Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta 

Concentración de Alumnos Prioritarios. d) Asignación de Responsabilidad Directiva y Asignación de 



Responsabilidad Técnico-Pedagógica. 

e) Bonificación de Reconocimiento Profesional. f) Bonificación de Excelencia Académica. 

Los sostenedores podrán establecer asignaciones especiales de incentivo profesional, las que se 

otorgarán por razones fundadas en el mérito, tendrán el carácter de temporal o permanente y se 

establecerán para algunos o la totalidad de los profesionales de la educación, de uno o más de los 

establecimientos del Servicio Local respectivo.”  Este último fue el fundamento legal para el 

otorgamiento la asignación especial 

 

3.- No obstante, tratándose de un cálculo aritmético, fácil de comprender y de aplicar el órgano 

contralor, no solo mantuvo su observación, sino que además formuló reparo y abrió un juicio de 

cuentas Rol 145-2019, ello en atención a lo preceptuado en el artículo séptimo transitorio de la ley 

20.903, norma plenamente aplicable que dispone al efecto lo siguiente: “Lo dispuesto en el inciso 

final del artículo 47 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, 

regirá desde la entrada en vigencia de esta ley, sin perjuicio que hasta el año escolar 2025 

tendrá un tope de 30% de la remuneración básica mínima nacional.” 

 

4.- Como se observa se giraron aproximadamente 5.000.000 millones de pesos en contra de texto 

expreso, cuestión que revela el dolo con que se actuó. 

 

i.- prevaricación administrativa reiterada al celebrar contratos sin el acuerdo del Honorable 
Concejo Municipal. 
 
 
1.- Como se ha indicado el ilícito de prevaricación administrativa se encuentra expresamente regulado 

en el artículo 228 del Código Penal, norma que dispone en lo pertinente que “El que, desempeñando 

un empleo público no perteneciente al orden judicial, dictare a sabiendas providencia o resolución 

manifiestamente injusta en negocio contencioso-administrativo o meramente administrativo, 

incurrirá en las penas de suspensión del empleo en su grado medio y multa de once a quince unidades 

tributarias mensuales.  

 

2.- En este punto, es necesario hacer notar que las todas las conductas de prevaricación 

administrativas que se imputan, son dolosas, pero si la excusa fuera ignorancia o negligencia, esta 

figura también se encuentra abarcada por el inciso segundo, luego entonces en todo caso habría 



responsabilidad por prevaricación admirativa, no obstante conspira para entender ignorancia la 

cantidad de años que el alcalde lleva en el puesto y la reiteración de la conducta, siendo un patrón de 

comportamiento evidente como se ha expuesto.  

 

3.- En el caso concreto, la norma infringida por la autoridad querellada se da dentro del marco de una 

tramitación administrativa, que es, la celebración de diversos contratos al parecer con una misma 

empresa, en al que literalmente se salta el control del Honorable Concejo Municipal y somete dichos 

contratos a la aprobación del Concejo infringiendo el artículo 65 letra j) que exige para la celebración 

de los referidos contratos el acuerdo del referido órgano de control local.  

 

4.- Como se observa de trata de una norma de aplicación diaria, que el alcalde no respetó 

constatándose la suscripción de contratos por una cuantía superior a las 500 UTM sin contar con la 

aprobación del órgano de control local. La presente conducta de observancia de someter las 

decisiones del alcalde al Concejo municipal ya se ha expuesto a propósito de otros delitos de 

prevaricación administrativa señalados en este mismo libelo.  

 

iv.- Aspectos jurisprudenciales y doctrinarios.  

 

1.- Aunque la jurisprudencia no aporta mucho en orden a desentrañar el tipo penal de prevaricación 

administrativa, la Corte de Apelaciones de Concepción reflexionado sobre el mismo plantea “Que en 

lo que respecta a la participación del imputado como sujeto activo según la figura del artículo 

228 del Código Penal, debe señalarse que la exigencia típica es que el acto sea cometido por un 

funcionario público a quien por expresa atribución legal corresponda el ejercicio de un poder decisorio 

especial, lo que significa que para ser autor de prevaricación administrativa es indispensable que 

resolución posea un carácter decisorio similar al de la cosa juzgada, y como contrapartida a ello, que 

el funcionario realice un verdadero ejercicio de la función jurisdiccional fuera del ámbito propiamente 

judicial” C.A. de Concepción Rol Ingreso 500-2015. 

 

2.- Los clásicos autores del derecho penal, prácticamente no tocan este delito y único texto que 

desarrolla el análisis de la figura típica contendedora de la prevaricación administrativa es libro de 

“Delitos contra la función pública”. Los Autores, desmenuzan el tipo penal, comenzado por el Bien 

https://app-vlex-com.uchile.idm.oclc.org/vid/277498399/node/228
https://app-vlex-com.uchile.idm.oclc.org/vid/277498399/node/228
https://app-vlex-com.uchile.idm.oclc.org/vid/277498399


Jurídico, resaltando que lo constituye el interés del Estado  en el pleno sometimiento del ejercicio de 

la función pública a la ley y al Derecho o si se quiere la legalidad en el desempeño del servicio público, 

la presente reflexión que se extrae de la doctrina española, resulta ser plenamente aplicable a nuestra 

realidad en atención a lo prevenido en el 6° de la Constitución Política que expresamente indica que 

“Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme 

a ella, y garantizar el orden institucional de la República. Los preceptos de esta Constitución obligan 

tanto a los titulares o integrantes de dichos órganos como a toda persona institución o grupo. La 

infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la ley”. Como se 

observa, esta es la fuente constitucional que inspira el tipo penal, sumado a ello, que un autor tan 

relevante como Jorge Bermúdez, actual contralor de la República, expresa que uno de los principios 

que informan la actuación de la administración es el Principio de Legalidad y al explicar el mismo indica 

que “En el caso específico de la Administración, el principio d legalidad o juricidad supone una 

vinculación de ésta al ordenamiento jurídico, el principio de juricidad no expresa otra cosa que la idea 

de una limitación jurídica del poder público, entendido el término limitación en un sentido amplio. Se 

trata de una concreción del principio del Estado de Derecho, que exige la limitación jurídica del Poder 

del Estado, exigencia llevada a sus últimas consecuencias con la sujeción del propio legislador a la 

Constitución. El principio de juridicidad impone, por tanto, la existencia de normas jurídicas que 

vinculan a la Administración cuando actúa y que de este modo la someten al Derecho”1   

 

3.- El tipo penal del artículo 228 contiene una figura dolosa y culposa, señalando con claridad que el 

sujeto activo es un funcionario público. Profundizando este sujeto activo, “Se trata de funcionarios de 

la Administrativos que aplican el derecho en sentido material, es decir, aquellos en cuyas decisiones 

el derecho no solo debe respetarse, sino que también ejecutarse que ejercen una actividad 

equiparable a la función judicial en cuanto tiene como único y directo objeto la aplicación del Derecho.”2 

 

4.- En relación con la conducta típica, es relevante, que Rodríguez y Ossandón expresen que la misma 

debe tener “La virtualidad de decidir un asunto en un sentido que pueda ser calificado como justo o 

injusto respecto de una persona en concreto”. Precisando aún más el contenido de las resoluciones, 

en otro acápite los referidos autores indican que “Sólo cabría exigir que el acto represente una 

 
1 Jorge Bermúdez Soto, Derecho Administrativo General, editorial Legalpublishing, primera edición, pág. 49.  
2 Luis Rodríguez Collao y Magdalena Ossandón Widow, Delitos Contra la Función Pública, Editorial Jurídica 
de Chile, primera edición 2005, pág.426.  



manifestación de voluntad de contenido decisorio…” agregando que esta precisión permite distinguir 

entre el incumplimiento de una norma administrativa y el incumplimiento de una norma administrativa 

de carácter delictual dado que “…en los delitos penales lo injusto se relaciona con la protección de un 

instrumento media respecto al fin de servir a os ciudadanos”3  

 

5.- Finalmente los presupuestos facticos en todos los delitos señalados, no dan cuenta de un 

desacuerdo con una resolución de la autoridad, es decir, no se cuestiona el mérito, lo cuestionado es 

que no se dio cumplimiento a la ley, que se establece para controlar  

 las acciones de una autoridad que debe desenvolverse dentro del marco legal. único camino que 

asegura que los intereses protejan a los ciudadanos y no lleguemos a una desviación de poder.  

 

POR TANTO,  

RUEGO A US.: Se sirva tener por interpuesta querella criminal en contra de MARCELA ALEJANDRA 

VIVERO MORALES, FRANCISCO MAURICIO MARTINEZ NEIRA PEDRO ANTONIO CABALLERIA 

DIAZ, OSCAR AGUAYO MOYA y MARCELO SANTIAGO SALINAS FIGUEROA, enviar los 

antecedentes a la fiscalía Local de Los Andes, a objeto que ese órgano especializado realice las 

diligencias investigativas pertinente y finalmente acuse a los querellados, al máximo de las penas 

contempladas en los tipos penales señalados.  

 

PRIMER OTROSI: Solicito a S.S. tener presente que se solicitan al Ministerio Público las siguientes 

diligencias de investigación. 

 

1.- Se tome declaración a los querellados en calidad de imputados.  

 

2.- Se tome declaración a los siguientes funcionarios municipales: Raúl Millar Ortiz director de la 

unidad de Control Municipal; doña Marta Garrido Ocampo, doña Adelaida Villarroel Carvajal, Sandra 

Espejo Magallanes, Roxanna Catalina Ovalle Astargo; Emilio Abud Abaid González y María Teresa 

Lazcano Cádiz, Claudio de la Fuente Secretario Municipal, todos domiciliados en Carretera general 

San Martin N° 607 de la Comuna de Rinconada.  

 
3 Luis Rodríguez Collao y Magdalena Ossandón Widow, Delitos Contra la Función Pública, Editorial Jurídica 
de Chile, primera edición 2005, pág.426.  
 



 

3.- Se tome declaración en calidad a los funcionarios de la salud Nicolás Camus Jiménez y Daniel 

Agüero Palacios domiciliados en Carretera general San Martin N° 607 comuna de Rinconada.  

 

4.- Se me cite a declarar en mi calidad de querellante, a través de mi abogado a través del correo 

electrónico abogadovillagran@gmail.com.  

 

5.- Se cite a declarar en calidad de testigos a los concejales Juan Castillo Valle, Pable Donat Schulz, 

Miguel Vargas Peralta, Juan Urbina Torrales, Miguel Tamayo Arenas y Ana Pueyes Carvacho todos 

domiciliados en Carretera general San Martin N° 607 comuna de Rinconada. 

 

SEGUNDO OTROSI: Solicito a S.S. tener presente que se acompañaran al Misterio Público los 

siguientes documentos: 

1.- Decreto Alcaldicio Nº 2267, de fecha 21 de agosto de 2019;  

2.- Decreto Alcaldicio Nº 2313 de fecha 26 de agosto de 2019;  

3.- Decreto Alcaldicio Nº 2322 de fecha 27 de agosto de 2019; 

4.- Decreto Alcaldicio Nº 2328, de fecha 27 de agosto de 2019; 

5.- Certificado del Señor Secretario Municipal de la I. Municipalidad de Rinconada de fecha 29 de 

agosto de 2019; 

6.- Acta de recepción de fecha 30 de agosto de 2019; 

7.- Acta de entrega de llaves de puertas de fecha 4 de septiembre de 2019; 

8.- Dos fotografías de vehículo; 

9.- Acta sesión ordinaria, Nº 28 de fecha 1 de octubre de 2019 del Honorable Consejo Municipal de 

Rinconada; 

10.- Carta de fecha 4 de octubre de 2019 de concejales de la Comuna dirigida al Señor alcalde de la 

I. Municipalidad de Rinconada; 

11.- Acta sesión ordinaria Nº 29 de fecha 8 de octubre de 2019 del Honorable Consejo Municipal de 

Rinconada; 

 12.- Ordinario 021 de fecha 8 de enero de 2020; 

 13.- Ordinario Nº 023 de fecha 9 de enero de 2020; 

14.- Certificado de fecha 9 de enero de 2020. 



 

TERCER OTROSI: Solicita a S.S. se sirva tener presente que se solicitan al Ministerio Público que 

oficie a las siguientes instituciones.  

 

1.- Se oficie a la Contraloría Regional de Valparaíso, ubicada en calle Edwards N° 699 Valparaíso a 

objeto de que dicho órgano envié una copia de los siguientes informes.  

a.- Copia de Informe final de investigación especial N° 445 del año 2016 sobre irregularidades en el 

Centro de Salud Familiar de la Comuna de Rinconada.  

b.- Copia de Informe final de investigación especial N° 955 de 2018, sobre presuntas irregularidades 

en el departamento de administración educacional de la Municipalidad de Rinconada 

c.- Copia de Formulación de Reparo en la causa Rol 145-2019 por pago ilegales al director del DAEM 

d.- Copia de informe N° 9.654 de fecha 03 de septiembre de 2018.  

e.- Copia de formulación de cargos notificada por la Contraloría General de la República al alcalde 

querellado con fecha 10/10/2018. 

 

2.- Se oficie al 2°Juzgado de Letras del Trabajo de Los Andes, con domicilio en calle Independencia 

N° 36, a objeto de que envié copia del acta de la audiencia celebrada con fecha 02 de julio de 2019 

en la causa RIT O-28-2019 y asimismo que envié la copia del cheque con la que se pago la 

Transacción a la que arribaron las partes.  

 

3.- Se oficie al Juzgado de Policía Local de la I. Municipalidad de Rinconada, solicitando el envío de 

copia autorizada de la causa Rol Rol 2985-2018, con indicación del estado de la misma con domicilio 

de funcionamiento en carretera General San Martin N° 607, comuna de Rinconada. 

 

4.- Se oficie al Honorable Concejo Municipal a objeto de que este órgano colegiado señale la 

efectividad de no haber conseguido su acuerdo en los señalados en la presente querella, con domicilio 

en carretera General San Martin N° 607, en carretera General San Martin N° 607, comuna de 

Rinconada. 

 

CUARTO OTROSI: Que, por este acto, vengo en conferir patrocinio y poder al abogado José Villagrán 

Reyes con domicilio profesional en calle Yerbas Buenas N° 27 Of. 211 de a ciudad de Los Andes, el 



presente poder, comprende los dos incisos del artículo 7° del Código de Procedimiento Civil, en 

particular se confieren las facultades de transigir y percibir.  
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